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El presente proyecto de Ley tiene por objeto la modificación del artículo 9° del 

la Ley Provincial Nº 3509 y sus modificatorias, de la Obra Social de los 

Empleados Públicos (O.S.E.P), con el fin de garantizar a los niños, niñas y 

adolescentes sin cuidados parentales, el acceso efectivo a una Cobertura de 

Salud Integral. 

Los niños, niñas y adolescentes abarcados por esta ley son los que: se 

encuentran con una Medida de Protección Excepcional (MPE) de derechos 

otorgada por el Estado, y/o en situación de adoptabilidad, incluidos en 

dispositivos de cuidados estatales; sobre estos casos se establecerá su 

incorporación como beneficiario voluntario a la Obra  Social de los Empleados 

Públicos (O.S.E.P). 

Se entiende por Niñas, niños y adolescentes sin cuidados parentales, “a toda 

niña, niño y adolescente que ha sido separado de su medio familiar, por 

haber sido dictada una medida de protección excepcional de derechos y 

se encuentre incluido en algún dispositivo de cuidado en residencias o 

en familias. (Protocolo de Procedimientos para la Aplicación de Medidas de 

Protección de Derechos de Niñas/os  y Adolescentes en el que se establecen 

las pautas mínimas para el abordaje, atención y las prácticas profesionales a 

ser consideradas por los actores del sistema  de Protección de Derechos).  

Las Medidas de Protección Excepcional (ME), son aquellas que alcanzan a un 

grupo crítico de NNyA quienes por razones vinculadas a Malos Tratos, Abusos, 

Violencias o Negligencias severas no pueden continuar la vida familiar y 

usualmente no cuentan con otro referente de familia extensa o comunitaria que 

pudiera ejercer el rol parental. 

Entre las instituciones que brindan guarda, protección, contención en nuestra 

Provincia, se encuentra la CDI-Casa Cuna, que en este momento alberga a 9  

niños y niñas de 0 a 8 años que cuenten o no con estado de adoptabilidad. 

Desde los 9 años hasta antes de cumplir los 18 años, los niños/as son 

trasladados a otros Centros de Contención residenciales del Estado: los niños 

al Huaina Huasi (Hogar de varones), que tiene institucionalizados en este 

momento alrededor de 6 niños y adolescentes, y el Sipas Huasi (Hogar de 

niñas) que tiene institucionalizadas a 15 niñas y adolescentes. Cabe remarcar 

en este sentido, que hay fluctuación en la cantidad de niños y adolescentes 

que ingresan en las instituciones mencionadas, cuando los derechos vitales 

están siendo vulnerados o amenazados, lo que produce un incremento en los 

ingresos. 

Si bien las instituciones enunciadas anteriormente desde su creación y hasta 

el día de hoy otorgan guarda y protección a los niños/as y adolescentes, 

brindando un entorno de contención, amor, respeto y cuidado, creemos 

necesario y urgente la creación de un entorno inclusivo e igualitario para el 



acceso integral de la salud en el caso de los niños/as y adolescentes sin 

cuidados parentales de nuestra Provincia, que se encuentren bajo la 

responsabilidad del Estado en dispositivos residenciales de cuidado de gestión 

pública o en dispositivos familiares de cuidado. Esto permitirá garantizar el 

ejercicio pleno de su derecho al acceso a la Salud Integral, al ser las políticas 

públicas de la seguridad social y de asistencia, parte de las acciones de 

protección centrada en la niñez y adolescencia. 

En este sentido tomamos como marco normativo de los Derechos Humanos, 

la legislación internacional y nacional que rige en materia de Niñez y 

Adolescencia: articulo 75 inc. 22, de nuestra Constitución Nacional; articulo XI 

de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; art. 25.1 

de la Declaración Universal de Derechos Humanos; art.19 inc. c) de la 

Convención Americana de Derechos Humanos; y artículos 12.1 y 12.2 del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

“El principio del interés superior del niño encuentra consagración 

constitucional en el artículo 3° de la Convención sobre los Derechos del 

Niño e infraconstitucional en el artículo 3° de la ley 26.061 de Protección 

Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y en el artículo 

706, inciso c, del Código Civil y Comercial de la Nación; su consideración 

debe orientar y condicionar toda decisión de los tribunales llamados al 

juzgamiento de los casos que involucran a los niños y niñas en todas las 

instancias, incluida la Corte Suprema, a la cual, como órgano supremo 

de uno de los poderes del Gobierno Federal, le corresponde aplicar -en 

la medida de su jurisdicción- los tratados internacionales a los que 

nuestro país está vinculado, con la preeminencia que el artículo 75, 

inciso 22, de la Constitución Nacional les otorga”. (Interés superior del 

niño: protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes - Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires: Corte Suprema de Justicia de la Nación, edición 

2022. Libro digital) 

Como expresáramos anteriormente, la normativa tiene rango constitucional, 

por lo que se constituye en estándares jurídicos de orden público que se 

encuentran en plena vigencia. Estos mismos son los que hacen a la condición 

de sujeto de derecho al niño, su autonomía progresiva y debida participación 

en los procesos administrativos y judiciales que los afectan.  

Particularmente, la Convención sobre los Derechos del Niño en su Artículo 3.1. 

dice: “En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las 

instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las 

autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración 

primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”. 

La Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y 

Adolescentes hace lo propio en el Artículo 3° — Interés superior: 

“A los efectos de la presente ley se entiende por interés superior de la niña, 

niño y adolescente la máxima satisfacción, integral y simultánea de los 

derechos y garantías reconocidos en esta ley.  

Debiéndose respetar:  

a) Su condición de sujeto de derecho;  



b) El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos y que su opinión 

sea tenida en cuenta;  

c) El respeto al pleno desarrollo personal de sus derechos en su medio familiar, 

social y cultural;  

d) Su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás 

condiciones personales; 

 e) El equilibrio entre los derechos y garantías de las niñas, niños y 

adolescentes y las exigencias del bien común; 

 f) Su centro de vida. Se entiende por centro de vida el lugar donde las niñas, 

niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor 

parte de su existencia.  

Este principio rige en materia de patria potestad, pautas a las que se ajustarán 

el ejercicio de la misma, filiación, restitución del niño, la niña o el adolescente, 

adopción, emancipación y toda circunstancia vinculada a las anteriores 

cualquiera sea el ámbito donde deba desempeñarse.  

Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños y 

adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, 

prevalecerán los primeros”. 

La mencionada norma consagra el derecho a la seguridad social  en su articulo 

26: “Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a obtener los beneficios 

de la seguridad social. Los organismos del Estado deberían establecer 

políticas y programas de inclusión para las niñas, niños y adolescentes, que 

consideren los recursos y la situación de los mismos y de las personas que 

sean responsables de su mantenimiento”. 

En el Artículo 24 de la Convención de los Derechos del Niño, agrega: 

“1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto 

nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y 

la rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar 

que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios 

sanitarios. 

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en 

particular, adoptarán las medidas apropiadas para: 

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 

b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que 

sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la 

atención primaria de salud; 

c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención 

primaria de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología 

disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable 

salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio 

ambiente; 

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres; 



e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres 

y los niños, conozcan los principios básicos de la salud y la nutrición de los 

niños, las ventajas de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento 

ambiental y las medidas de prevención de accidentes, tengan acceso a la 

educación pertinente y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos; 

f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres y la 

educación y servicios en materia de planificación de la familia. 

3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas 

posibles para abolir las prácticas tradicionales que sean perjudiciales para la 

salud de los niños. 

4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la cooperación 

internacional con miras a lograr progresivamente la plena realización del 

derecho reconocido en el presente artículo. A este respecto, se tendrán 

plenamente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo”. 

 

A su vez, el Artículo 26 dice: 

“1. Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el derecho a beneficiarse 

de la seguridad social, incluso del seguro social, y adoptarán las medidas 

necesarias para lograr la plena realización de este derecho de conformidad 

con su legislación nacional. 

2. Las prestaciones deberían concederse, cuando corresponda, teniendo en 

cuenta los recursos y la situación del niño y de las personas que sean 

responsables del mantenimiento del niño, así como cualquier otra 

consideración pertinente a una solicitud de prestaciones hecha por el niño o 

en su nombre”. 

Por su parte, la Ley Provincial N° 5357 de Protección Integral de los Derechos 

de Niñas, Niños y Adolescentes en su Art.5 determina la responsabilidad 

gubernamental indelegable de establecer, controlar y garantizar el 

cumplimiento de políticas públicas por parte de los organismos del Estado 

Provincial, de igual modo adoptar el efectivo cumplimiento de derechos y 

garantías reconocidos. 

Los Derechos de la Infancia están plenamente estipulados en la Convención 

sobre los Derechos del Niño (CDN); y en tal sentido la Opinión Consultiva C17 

de la Corte Internacional de Derechos Humanos establece que “… Los niños 

no deben ser considerados  objetos de protección segregativa, sino 

sujetos de pleno derecho que deben recibir protección integral, y gozar 

de todos los derechos que tienen las personas adultas, además de un 

grupo de derechos específicos que se les otorga por la particularidad de 

que los niños se encuentran en desarrollo. No solo se deben proteger 

sus derechos, sino también es necesario adoptar medidas especiales de 

protección…” 

A los fines de la presente ley la autoridad de aplicación es el Ministerio de 

Desarrollo Social de la Provincia, a través de la Secretaria de Familia,  órgano 

rector indispensable para su Admisibilidad y Afiliación, quien actuará con 



celeridad para incluir en la Obra Social de los Empleados Públicos (OSEP) 

como Afiliados Voluntarios, a los Niños/as y Adolescentes menores de 18 años 

de edad, luego de la emisión de la Medida de Protección Excepcional 

adoptada por el Organismo Administrativo competente. 

El Ministerio de Desarrollo Social debe prever los fondos del presupuesto 

anual para el pago de la cuota mensual de la Obra Social de los empleados 

públicos (OSEP).   

No podemos pensar una sociedad que sostenga valores de igualdad y justicia 

social si no hay un Estado presente que garantice el bienestar infantil, 

fortaleciendo las estrategias de cuidado necesarias, como la salud integral. 

Las políticas públicas son justas y equitativas cuando están orientadas a cubrir 

los vacios legales de las infancias con el objeto de  reparar el daño producido 

en las niñeces, ante la ausencia parental.  

Citamos como antecedentes a la Ley “Ángel Azul” Nº 15.218 de la provincia 

de Bs. As., iniciativa presentada por la Diputada Susana González, aprobada 

el 19 de noviembre de 2020. La mencionada norma establece que las niñas, 

niños y adolescentes sin cuidados parentales, que se encuentren bajo la 

responsabilidad del estado provincial, pueden contar con la Obra Social IOMA. 

El 8 agosto del 2022, luego de dos años, la provincia de Buenos Aires 

reglamentó la mencionada ley que incorpora a mas de 3.000 niños/as y 

adolescentes sin cuidados parentales, que se encuentren bajo la 

responsabilidad del estado provincial como afiliadas y afiliados obligatorios 

del Instituto de Obra Médico Asistencial (IOMA), siendo el órgano rector de 

afiliación y de admisibilidad, el Organismo Provincial de la Niñez y 

adolescencia a través del Ministerio de desarrollo de la comunidad. En esa 

oportunidad, el gobierno de Bs.As., entregó los primeros 700 carnets a las 

niñeces que tendrán acceso a cobertura médica, psicológica y psiquiátrica que 

ofrece IOMA. 

Otro antecedente es el decreto 5/2023 (DCTO-2023-5-APN-PTE) 

recientemente anunciado por el presidente Alberto Fernández, por el cual se 

dispone el efectivo acceso a los recursos de la seguridad social a través de la 

Asignación Universal por Hijo/a (AUH) o de las Asignaciones familiares según 

corresponda, de todo niño/a y adolescente respecto del o de la cual se hubiera 

adoptado una medida de protección excepcional y permanezca en dispositivos 

residenciales de cuidado, de gestión pública o privada, o en dispositivos 

familiares de cuidado.  

Esta política pública viene a hacer justicia para los niños/as y adolescentes sin 

cuidados parentales que hasta el momento no tenían los mismos derechos 

que los niños/as que viven con sus familias; también ampara a los niños/as y 

adolescentes con discapacidad, e incluso a partir de los 13 años si el órgano 

competente considera que el/la adolescente cuenta con la madurez suficiente 

para administrar por si mismo/a la asignación, se procederá a  poner el pago 

a su nombre en virtud del principio de autonomía progresiva. 

Cabe remarcar ampliamente que el decreto 5/2023 (DCTO-2023-5-APN-PTE) 

subraya dos cuestiones de suma importancia a tener en cuenta a los fines de 

la aprobación de la presente ley: “Que, conforme a la edad del niño, de la 



niña o adolescente y su grado de madurez, el referente designado o la 

referente designada, en virtud del principio de autonomía progresiva, 

deberá tener especialmente en cuenta su opinión en relación con el 

destino de los fondos económicos de la Asignación Universal por Hijo/a 

o de las Asignaciones Familiares, según el caso”. Otra cuestión 

sumamente relevante es que absolutamente nadie tiene derecho a desviar 

esos fondos para otro destino. En virtud de lo cual expresa y aclara : “Que en 

ningún caso tales fondos económicos podrán ser aplicados a rubros que, 

por imperio legal, deban ser afrontados por el dispositivo residencial o 

familiar de cuidado, tales como alimentación, salud, vestimenta 

necesaria, acceso a servicios públicos, traslados ordinarios y otros ítems 

relacionados con la satisfacción de necesidades básicas”.   

Celebro esta ampliación de derechos, así como destaco su vinculación con la 

adhesión a la Ley Nacional Nº 27.364 de Creación del Programa de 

Acompañamiento para el Egreso de Jóvenes sin Cuidados Parentales (PAE) 

a través de la Ley Provincial Nº 5624, promulgada en el Boletín Oficial Nº 12 – 

Decreto 91- 11/02/2020, de cuya iniciativa parlamentaria soy autora. La norma 

está destinada a jóvenes entre 13 y 21 años que carecen de cuidados 

parentales, que se encuentran alojados en hogares e instituciones, 

desvinculados de sus familias de origen o de sus referentes afectivos por haber 

sido dictada una medida excepcional de protección de derechos, ante causas 

como el abandono, el abuso o la violencia en su núcleo familiar. 

Por tanto, el valor de la ampliación de la AUH para niños/as y adolescentes sin 

cuidados parentales es que viene a garantizar la plena inclusión y el máximo 

desarrollo personal y social en la etapa previa al egreso de esos dispositivos, 

del mismo modo en que lo hace el acceso a una cobertura integral de salud 

que propone la presente Ley. 

Sin perjuicio de que la provincia de Catamarca cuente con un sistema de salud 

público y gratuito, la realidad es que la situación en la que se encuentran las 

Niñas, Niños y Adolescentes que no disponen de un contexto familiar que les 

garantice el acceso material a las prestaciones médicas básicas, resulta un 

impedimento real y concreto frente a la satisfacción de las necesidades que 

los mismos presentan en términos de tratamientos médicos. Siendo en estos 

casos el Estado el que tiene la obligación de crear entornos de desarrollo 

saludables hacia las niñas/os y adolescentes por el estado de vulnerabilidad 

en el que se encuentran con el único objeto de equiparar  sus derechos, con 

todos los demás niños/as y adolescentes que tienen cobertura integral de 

salud a través de Obra Social. 

La importancia de esta iniciativa radica en que va a cambiar sustancialmente 

la calidad de vida de los niños/as y adolescentes que están bajo la órbita del 

Estado Provincial, porque fueron abandonados por sus progenitores o 

separados de sus hogares por una Medida de Protección Excepcional (por 

situaciones de violencia, maltrato o abuso, entre otras). Los niños/as y 

adolescentes podrán elegir el médico en el sistema público o privado, el 

acceso a una cobertura integral (médica, psicológica y psiquiátrica). 

La única forma de garantizar a las niñas y niños sin cuidados parentales que 

se encuentren con una medida de protección excepcional (MPE) y/o en 

situación de adoptabilidad el acceso efectivo a una cobertura de Salud Integral 



que favorezca una vida en mejores condiciones de desarrollo, es mediante el 

compromiso efectivo del Estado de brindarles cobertura médica a través de la 

obra social que ampara a los empleados públicos de la provincia de Catamarca 

(OSEP), tal como se propone en la presente Ley. 

Por último, es dable destacar que el presente Proyecto de Ley cuenta con 

aportes de la Dra. María Carrizo (Poder Judicial de la Nación), CPN María 

Fernanda Gómez (Directora de Osep), Dra. Vannina Faerman (Asesora 

Legal), Prof. Catalina Mucetti (Directora de Casa Cuna) y la Dra. Ana María 

Caliva (Secretaria de Familia) a quienes agradecemos su colaboración. 

Por todo lo expuesto anteriormente solicito a mis pares la aprobación del 

presente proyecto de Ley.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  



EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS 

DE LA PROVINCIA DE CATAMARCA 

SANCIONAN CON FUERZA DE 

LEY 

 

 

ARTÍCULO 1º.- Modificase el artículo 9° de la Ley Provincial Nº 3509, y sus 

modificatorias, de creación de la Obra Social de los Empleados Públicos 

(O.S.E.P), con la incorporación del inciso 3), el que quedará redactado de la 

siguiente manera:  

“CAPITULO. II de los BENEFICIARIOS: 

Art. 9.- Podrán ser beneficiarios voluntarios de O.S.E.P: 

3) Los niños/as y Adolescentes comprendidos entre los 0 a 17 años de edad 

sin cuidados parentales, incluidos en dispositivos de cuidados estatales que 

se encuentran con una Medida de Protección Excepcional –según Ley 5357, 

Artículos 39 y 40-, y/o que se haya declarado su estado de adoptabilidad”. 

ARTÍCULO 2°.- La Secretaría de Familia del Ministerio de Desarrollo Social, 

es la responsable de articular con la O.S.E.P., el detalle de las personas 

menores de edad que se encuentren en las condiciones del ARTÍCULO 1º a 

fin de su incorporación a la obra social, asi como de informar toda novedad en 

cuanto a altas y bajas. 

ARTÍCULO 3°.- La obra social OSEP recibe mensualmente del Ministerio de 

Desarrollo Social, a través de la Secretaria de Familia, por cada menor de edad 

afiliado en las condiciones del inciso incorporado en el ARTICULO 1º, el monto 

equivalente al descuento por obra social que se le practica a un empleado del 

Poder Ejecutivo, planta permanente, categoría 10 y sin antigüedad. 

ARTÍCULO 4°.-  El Poder Ejecutivo, debe ajustar las partidas presupuestarias 

anuales desde el ejercicio 2024 con el Ministerio de Desarrollo Social, para 

ejecutar lo establecido por la presente incorporación. 

ARTÍCULO 5°.- De forma.  

FIRMA: DIPUTADA ADRIANA DÍAZ. 

Digitally signed by GDE Diputados Catamarca 
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